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El presente informe, preparado para el primer FORMTEXT 
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OBSERVACIONES RECAPITULATIVAS

1) Entorno económico

1. Las reformas económicas reanudadas por Burundi como consecuencia del Acuerdo para la paz y la reconciliación suscrito en 2000, han contribuido sin duda al comienzo de la recuperación de su economía en 2001, caracterizado por una tasa de crecimiento del 2,1 por ciento del PIB real.  Sin embargo la economía burundiana sigue estando marcada por los estigmas de una crisis sociopolítica que se prolonga desde 1993, de modo que esporádicamente vuelven a registrarse tensiones.  La crisis ha interrumpido las reformas iniciadas al final del decenio de 1980 y obstaculizado el desarrollo del país:  el PIB real de Burundi se ha contraído en cerca de un 30 por ciento entre 1993 y 2000 y más de las dos terceras partes de su población viven actualmente por debajo del umbral de pobreza.

2. El aumento de los gastos militares vinculado esencialmente a la crisis (del 25 al 30 por ciento de los gastos públicos totales), las subvenciones a empresas públicas en dificultades y las pérdidas de ingresos vinculadas a las exenciones de derechos e impuestos han contribuido a déficit presupuestarios relativamente importantes.  Esos déficit, unidos a las revaluaciones sucesivas del franco burundiano, el aumento de los costos de producción vinculado a la crisis y una política monetaria adaptada a la política fiscal, han mantenido la inflación a un nivel elevado (con una tasa media anual del 18 por ciento entre 1995 y 2001).  Este entorno no ha podido atraer unas inversiones que a finales de 2002 representaban una reserva de 47 millones de dólares EE.UU., el 60 por ciento de la cual se había constituido antes de 1990.  Las inversiones públicas también se han estancado en un nivel cercano al 6 por ciento del PIB.

3. Esta situación económica justifica las prioridades seleccionadas por el Gobierno en su nuevo programa de reformas económicas, a saber, la mejora de su gestión macroeconómica y la obtención de una tasa de crecimiento que pueda permitir reducir la pobreza.  Con este fin se han establecido un sistema mensual de control de los gastos y unas unidades especiales de vigilancia de la concesión de exenciones de derechos e impuestos.  El Gobierno considera la institución de un tribunal de cuentas independiente y de una estrategia para la reducción de su deuda exterior cuyo valor actual neto equivale al 1.061 por ciento de las exportaciones de 2001.  Se está estudiando la inclusión de Burundi entre los beneficiarios de la iniciativa en favor de los países pobres muy endeudados.  Por otra parte las reformas en materia de política cambiaria, y sobre todo la abolición del sistema basado en una lista positiva de productos que podían obtener divisas del Banco de la República de Burundi, así como la frecuente celebración de subastas destinadas a determinar el tipo de cambio del franco burundiano han contribuido a reducir las divergencias entre el tipo de cambio oficial y el del mercado negro.

4. La crisis, la aplicación de sanciones económicas internacionales entre 1996 y 1999 y las distorsiones derivadas de determinadas políticas gubernamentales, han fomentado el desarrollo de un comercio paralelo y de actividades de subsistencia.  Las exportaciones (salvo las reexportaciones de oro) se han concentrado intensamente en los productos primarios, y sobre todo en el café, así como en menor grado, en el té.  A pesar de que la parte de las exportaciones de productos manufacturados hayan pasado del 2 por ciento en 1999 al 11 por ciento en 2001, la voluntad expresada por el Gobierno de promover las exportaciones de productos no tradicionales no ha dado lugar a una diversificación significativa y ello a pesar de que se desplomase el precio del café en aproximadamente un 57 por ciento entre 1999 y 2002.  Europa y América del Norte son los principales mercados de las exportaciones burundianas.  La parte de los países africanos ha aumentado desde que se levantaron las sanciones económicas en 1999;  esos países son en la actualidad los principales importadores de productos manufacturados burundianos.

5. Los principales productos importados por Burundi son los bienes manufacturados y semimanufacturados, los bienes de equipo, los productos alimentarios, y los productos petroleros y químicos.  Los países de la Unión Europea, y sobre todo Francia y Bélgica son las principales fuentes de las importaciones.  La participación de los países africanos, y sobre todo de los pertenecientes al Mercado Común del África Oriental y Meridional (COMESA), en las importaciones de Burundi han aumentado progresivamente a partir de 1994 y esos países constituyen la segunda fuente de importaciones.  Burundi es importador neto de servicios, y sobre todo de los que están relacionados con el comercio (por ejemplo los fletes y seguros).  La intensa reducción de las importaciones de esos servicios -las importaciones de servicios de flete se han reducido actualmente a un tercio del volumen que tenían en 1994-95- es un exponente de la incidencia de la crisis en el comercio de Burundi.

2) Marco institucional

6. Las instituciones de Burundi se rigen por una constitución de transición adoptada en octubre de 2001 para un período de 36 meses y que debe desembocar en una constitución posterior a la transición por vía de referéndum según los principios enunciados en el Acuerdo de Arusha.  Es depositario del poder ejecutivo un Gobierno de transición cuyo Presidente debe ceder su puesto a su Vicepresidente tras 18 meses.  El Presidente es igualmente el Jefe del Estado;  nombra a los ministros que integran el Consejo de Ministros.  Ejerce el poder legislativo un Parlamento compuesto por una Asamblea Nacional y un Senado.

7. Los principales ministerios que participan en la formulación y la aplicación de las políticas comerciales son los Ministerios de Comercio e Industria, de Finanzas, y de Planificación y Reconstrucción, así como el de Agricultura y Ganadería.  Otros ministerios u órganos estatales pueden asumir la responsabilidad de determinadas cuestiones sectoriales, como, por ejemplo, las relativas al café y al té, a las industrias extractivas o incluso a la reforma de las empresas públicas, que mantienen estrechas relaciones con las políticas comerciales.  La secretaría permanente del seguimiento de las reformas económicas y sociales, tutelada por la Vicepresidencia, se encarga de la supervisión y la coordinación de todas las cuestiones vinculadas con los programas de reformas económicas y de ajuste estructural.  Es obligatorio consultar al Consejo Económico y Social, un órgano consultivo con competencia en todos los ámbitos del desarrollo económico y social, en relación con todo proyecto de plan de desarrollo, así como acerca de cualquier proyecto de integración regional y subregional.  El Gobierno también ha aprovechado la ocasión que le ofrece el examen de sus políticas comerciales por parte de la OMC para reactivar un comité interministerial de coordinación de las cuestiones comerciales;  ello podría contribuir a mejorar la coherencia en la formulación de las políticas comerciales.

8. El Gobierno ve en el comercio un motor del crecimiento económico.  Desde este punto de vista, el principal objetivo de su política comercial es la diversificación de las exportaciones, y sobre todo la explotación de los procesos de producción agrícolas no tradicionales.  La realización de ese objetivo exigirá importantes reformas de política comercial, reformas sectoriales y medidas que tiendan a aliviar las limitaciones de la oferta y mejorar las infraestructuras.  Por tanto la integración de la política comercial en un marco estratégico más amplio es necesaria;  se trata de un proceso que podría facilitar la aplicación del Marco Integrado para los PMA en Burundi.

9. Burundi es uno de los Miembros originales de la OMC y concede como mínimo el trato NMF a todos sus interlocutores comerciales.  No es signatario de los diferentes acuerdos plurilaterales negociados en el marco de la OMC.  Burundi necesita una asistencia técnica importante por parte de la comunidad internacional con el fin de poder extraer las máximas ventajas de su participación en la OMC, sobre todo en los ámbitos de las normas y del establecimiento de reformas aduaneras.  También necesita apoyo en la formulación de las políticas de determinados sectores, sobre todo en los ámbitos de las telecomunicaciones, de los servicios financieros y de la energía para que la liberalización prevista en esos sectores pueda resultarle beneficiosa.  Burundi solicita igualmente una asistencia técnica en ámbitos como el de las medidas comerciales especiales y el de la protección de la propiedad intelectual donde las normas jurídicas están poco desarrolladas o no existen.  Burundi podría explotar mejor las posibilidades derivadas de la apertura de los mercados, incluso mediante los sistemas preferenciales, si se reforzase su capacidad de análisis y divulgación de las informaciones comerciales.

10. Burundi es miembro del Mercado Común del África Oriental y Meridional (COMESA).  También forma parte del tratado de la Comunidad Económica de los Países de los Grandes Lagos (CEPGL) cuyas disposiciones comerciales no se aplican.  Burundi se beneficia de un acceso preferencial no recíproco al mercado de la Unión Europea en virtud del Acuerdo "Todo menos armas", y en el mercado de los otros países industrializados en virtud del sistema generalizado de preferencias.  Burundi todavía no se beneficia de las disposiciones de la Ley americana sobre el crecimiento y las perspectivas económicas de África (AGOA).

3) Instrumentos de política comercial

11. El derecho de aduana es el principal instrumento de política comercial de Burundi.  La estructura arancelaria ha permanecido inalterada entre 1993 y el 1º de enero de 2003, fecha en la que los tipos máximos han pasado del 100 al 40 por ciento.  Esta reforma ha reducido la media de los derechos NMF del 30,8 al 23,5 por ciento.  Todos los derechos son ad valorem y comprenden ocho tipos.  El tipo del 10 por ciento se aplica a los productos de "primera necesidad", mientras que el tipo modal del 40 por ciento se aplica a los productos manufacturados acabados y de consumo, y desde el 1º de enero de 2003, a determinados productos agropecuarios como las carnes, el pescado, el café y el té a los que se aplicaba un tipo del 100 por ciento.  El coeficiente de variación de 0,61 indica una dispersión relativamente moderada de los tipos.  En conjunto la estructura arancelaria de Burundi presenta una progresividad mixta;  salvo por lo relativo a los incentivos, esto no contribuye a fomentar las inversiones de determinadas actividades de transformación.

12. El Gobierno intenta compensar la repercusión de los derechos aduaneros en los costos, sobre todo de los insumos, mediante la concesión de exenciones y de deducciones de los derechos en aplicación del código de inversiones, la ley sobre la promoción de las exportaciones y el código fiscal.  Estos incentivos tienen principalmente como objeto las actividades agrícolas, las pequeñas y medianas empresas, las actividades artesanales y el fomento de la descentralización de las actividades económicas fuera de Bujumbura.  La sustitución de las importaciones es uno de los objetivos que se persiguen con el código de inversiones.  El valor de las exenciones acordadas es elevado pues asciende a cerca del 15 por ciento del valor global de las importaciones.  El margen discrecional relativamente amplio de las autoridades en la concesión de exenciones y su amplitud reducen la transparencia del arancel nacional;  las distorsiones y pérdidas de recursos presupuestarios que ello lleva aparejadas son importantes.  Sería más ventajoso, sobre todo para los pequeños productores, aplicar a los insumos unos derechos aduaneros uniformemente reducidos con preferencia a la utilización de sistemas de exenciones.

13. En el marco de la Ronda Uruguay, Burundi ha consolidado los tipos de cerca del 20 por ciento de sus líneas arancelarias.  En el caso de los productos agrícolas (definición de la OMC), todos los aranceles se han consolidado a un tipo máximo del 100 por ciento, salvo cerca del 6 por ciento de las líneas objeto de consolidación anterior.  Se han consolidado los tipos que se aplican a menos del 10 por ciento de las líneas arancelarias de los productos no agrícolas, al 24,2 por ciento para los textiles y las prendas de vestir;  al 20,2 por ciento para el cuero, el caucho y el calzado;  y al 11,2 por ciento para el equipo de transportes.

14. La lista positiva que, por razones de política cambiaria, identificaba los productos considerados prioritarios ha quedado eliminada;  actualmente las licencias se utilizan únicamente con fines estadísticos.  Burundi exige que se proceda a la inspección antes de la expedición para toda importación de al menos 3.000 ó 5.000 dólares EE.UU., según la naturaleza del producto;  los productos petroleros quedan excluidos.  El importador asume los gastos de esta inspección que se cifran en el 1,5 por ciento del valor en aduana, con un importe mínimo que puede ir de 105 dólares EE.UU. a 275 francos suizos.  La administración de aduanas emplea la definición de Bruselas para establecer el valor en aduana y utiliza la evaluación hecha por la sociedad de inspección con fines de comparación con valores de referencia.  Las importaciones, según su naturaleza, pueden ser objeto de diferentes impuestos interiores, el más importante de los cuales es el impuesto sobre las transacciones.  Este último se aplica a determinadas clases de productos a unos tipos más elevados sobre las importaciones que sobre los bienes locales, lo que va contra el principio del trato nacional de la OMC.  Los ingresos procedentes de la aplicación de este impuesto a las importaciones son relativamente importantes.

15. Burundi ha suprimido la mayoría de sus restricciones cuantitativas sobre las importaciones de todas las mercancías salvo las telas de algodón.  Burundi no dispone de normas nacionales.  Las normas del Codex Alimentarius, de la Comisión Electrotécnica Internacional (CEI) y de la ISO sirven como referencia para Burundi en determinados ámbitos.  Burundi no ha firmado ningún acuerdo de reconocimiento mutuo.  Está en vigor una ley fitosanitaria que data de 1993 y se refiere a la protección de las plantas.  La reglamentación actual en materia de medidas sanitarias data de la era colonial y abarca sobre todo el café, el té, el arroz y las carnes;  no tiene disposiciones de aplicación.  Burundi no cuenta con una legislación en materia de medidas comerciales especiales y ha no emprendido ninguna acción en ese ámbito.  La legislación en materia de propiedad intelectual está poco desarrollada y se reduce a una ley bastante obsoleta sobre la propiedad industrial y otra sobre los derechos de autor que no va acompañada de disposiciones de aplicación.

16. Todos los contratos públicos cuyo importe sea superior a los umbrales mínimos fijados por el Ministro de Finanzas, salvo los de gestión corriente concertados por las empresas públicas, deben someterse a un estudio de la Dirección General de Contratación Pública.  Los concursos de ofertas deben ser el principal método de adjudicación de contratos.  Se conceden preferencias a las empresas nacionales:  el 10 por ciento para los mercados de obras;  el 15 por ciento para los contratos de suministro y de servicios;  y el 20 por ciento para los contratos de estudios.

17. La mayoría de las exportaciones de mercancías se gravan con un impuesto a la exportación del 5 por ciento;  el impuesto del 31 por ciento sobre el café verde no se ha recaudado desde 1999 debido a las dificultades de este subsector.  El Gobierno se proponía suprimir los impuestos a la exportación a partir del 1º de enero de 2003.  En relación con las exportaciones de café, té y algodón existe una obligación de repatriación de la totalidad de los ingresos en divisas mientras que la tasa de repatriación es del 70 por ciento para las demás exportaciones de mercancías.  Se aplica a las exportaciones de azúcar un contingente que varía en función de las previsiones relativas a la demanda nacional.  Está prohibida la exportación tanto de granos de café como de marfil en virtud de las disposiciones de la Convención sobre el comercio internacional de especies amenazadas de fauna y flora silvestres (CITES).

18. Existe un sistema de desgravación fiscal a la exportación con reembolso de los derechos de aduana y otro de crédito fiscal para el reembolso de los impuestos indirectos sobre los insumos con objeto de fomentar las exportaciones.  El solapamiento entre estos incentivos y los concedidos por el Código fiscal y el Código de inversiones contribuye a que unas empresas que se dedican a actividades similares puedan beneficiarse de diferentes niveles de incentivos lo que puede constituir una fuente de distorsiones.  La legislación sobre las empresas de zona franca concede una exención total de todo derecho e impuesto, a condición de que el valor añadido creado sea al menos del 35 por ciento y de que la empresa exporte la totalidad de su producción.  No obstante hasta el 10 por ciento de esta producción puede colocarse en el mercado local;  esas ventas se tratan como importaciones ordinarias.  Los resultados obtenidos por las empresas que se benefician de esas disposiciones han sido reducidos, ya que el valor de sus exportaciones ha resultado inferior al 0,3 por ciento del valor de las exportaciones globales.

19. La intervención del Estado en la actividad económica mediante las empresas públicas está muy difundida;  existen 48 empresas con participación pública que operan en 10 ramas de producción.  En conjunto esas empresas no presentan buenos resultados y siguen estando muy endeudadas.  La mayoría de las empresas dedicadas a la prestación de servicios de hecho se han beneficiado del estatuto de monopolio;  en otras ramas y sectores de actividad gran número de ellas ocupan de hecho una posición dominante.  En 1991 se inició un programa de privatización pero los avances realizados hasta ahora han sido muy limitados, en gran parte debido a la inestabilidad política que ha imperado en el país;  el 0,5 por ciento de los activos públicos se han privatizado.  El Gobierno ha elaborado un programa que se aplicará hasta el 2005 y que prevé la privatización total o parcial o una reestructuración de 19 empresas públicas entre las que se cuentan las que operan en determinados sectores clave como el de las telecomunicaciones y el de la electricidad.  Actualmente se está estudiando un proyecto de ley sobre la competencia.

20. Burundi podría contribuir a que su arancel fuese más previsible reduciendo la disparidad entre los tipos consolidados y los aplicados y aumentando el margen de las consolidaciones.  La transposición de sus antiguas consolidaciones arancelarias al sistema armonizado y la eliminación de la discriminación en la imposición de sus impuestos internos, así como el impuesto sobre las transacciones en particular, reforzarían la adhesión de Burundi a los principios de la OMC.  La racionalización de las diferentes exenciones concedidas y de las medidas para mejorar la gestión fiscal deberían limitar las posibles pérdidas de ingresos asociadas a las reformas arancelarias.  El Gobierno necesita asistencia técnica apropiada para apoyar su acción en esos ámbitos.

4) Políticas sectoriales

21. La agricultura desempeña un papel fundamental en la economía de Burundi ya que emplea el 90 por ciento de la mano de obra del país y contribuye al 36 por ciento de su PIB.  La producción agropecuaria se ha visto afectada por la guerra y sigue dependiendo de las circunstancias meteorológicas.  El café es el principal producto de exportación, ya que su participación en las exportaciones globales de Burundi supera el 50 por ciento, seguido del té.  El algodón ocupaba el tercer lugar, pero su producción se ha visto particularmente afectada por la inestabilidad sociopolítica del país.  Por lo general, se ocupan del cultivo de esos productos los pequeños explotadores pero el Estado tiene una influencia muy fuerte en las actividades de transformación y de comercialización mediante las empresas públicas o los órganos paraestatales.  A pesar de las reformas puntuales, y sobre todo mediante el establecimiento de programas de formación y la puesta a disposición de insumos subvencionados o gratuitos por parte del Estado, la estructura de esos subsectores en conjunto genera efectos negativos.  Las empresas estatales que participan en esos subsectores se encuentran a menudo en situación de monopsonio;  los propietarios de plantaciones se ven obligados a cederles su producción a precios fijados de antemano, lo que ocasiona un lucro cesante relativamente elevado con respecto a las ventas en condiciones de competencia.  Los precios reales abonados a los propietarios de plantaciones también han disminuido progresivamente.  Las empresas implicadas en esos subsectores experimentan dificultades para realizar sus objetivos comerciales al mismo tiempo que apoyan a los propietarios de plantaciones.  Su falta de eficiencia da lugar, particularmente en momentos de debilidad de los mercados internacionales, a pérdidas importantes que deben financiarse con cargo al presupuesto del Estado.

22. La agricultura sigue siendo el sector más protegido de la economía con un derecho de aduana medio del 32,8 por ciento.  El nivel de protección más elevado se concede a los productos como las carnes, los pescados y los productos de la pesca, el café, el té y el cacao, así como a determinadas legumbres (tomates y judías, por ejemplo).  Ello no constituye un incentivo para las inversiones en los productos no tradicionales y entra en contradicción con las otras iniciativas adoptadas por el Gobierno para promover esos subsectores.  El sector agropecuario se beneficia de diferentes exenciones y rebajas de derechos e impuestos, sobre todo los que gravan los insumos, pero los procedimientos necesarios son complejos para el pequeño productor al que interesaría más que los derechos de aduana sobre los insumos se redujesen a cero.

23. El sector manufacturero está poco desarrollado;  representaba aproximadamente el 16 por ciento del PIB en 2001.  Las exportaciones de productos manufacturados han sido muy escasas, si bien desde 2000 se ha registrado cierto crecimiento gracias a las exportaciones de bebidas hacia los países limítrofes.  El derecho de aduana medio es del 23,2 por ciento;  sin embargo, salvo por las concesiones de derechos de aduana, la progresividad mixta de la estructura arancelaria no alienta a las inversiones en determinadas industrias manufactureras.  Los productos textiles y las prendas de vestir se consideran como una industria incipiente y por ello se benefician de determinadas medidas de protección suplementarias (sobre todo de recargos sobre determinadas importaciones y de la prohibición de las importaciones de telas de algodón);  la estructura arancelaria en este sector es muy progresiva.

24. Los servicios representaban cerca del 40 por ciento del PIB en 2000.  La mayoría de las actividades del sector están vinculadas con los transportes, las comunicaciones o el comercio.  El Gobierno ha liberalizado la telefonía móvil, lo que ha permitido mejorar el acceso a los servicios telefónicos;  asimismo está considerando abrir capital del operador fijo a los inversores privados.  El sistema bancario está muy poco desarrollado y la participación del Estado en él es considerable.  Los préstamos se conceden principalmente a corto plazo y la desviación entre los tipos deudores y acreedores, que oscila entre 8 y 10 puntos, denota unos costos de transacción elevados.  Los aranceles practicados por la compañía eléctrica penalizan a los clientes comerciales e industriales cuyos consumos subvencionan los de las economías familiares.  Los compromisos contraídos por Burundi en el marco del Acuerdo General sobre el Comercio de los Servicios (AGCS) conciernen a los servicios suministrados a las empresas, los servicios de construcción e ingeniería conexos, los servicios de distribución, los servicios sanitarios y los servicios sociales.  En relación con esos servicios, Burundi ha consolidado, sin limitaciones con respecto al acceso a los mercados y al trato nacional, todas las medidas que se refieren al suministro transfronterizo, su consumo al extranjero y la presencia comercial con vistas a su suministro.  Salvo los médicos especialistas, los profesionales de alto nivel y los profesionales con cargos dirigentes especializados (salvedades introducidas mediante concesiones horizontales), las medidas relativas a la presencia de personas físicas no se han consolidado.

5) Políticas e interlocutores comerciales

25. La estabilidad sociopolítica sigue siendo crucial para la continuación de las reformas y la completa materialización de las ventajas que Burundi debería obtener por el hecho de pertenecer a la OMC.  Esta situación explica en parte los retrasos adquiridos por Burundi en relación con la aplicación de algunos de sus compromisos multilaterales.

26. A pesar de la reforma arancelaria instaurada en 2003, el nivel de protección practicado por Burundi sigue siendo elevado y constituye una fuente de ineficiencias.  La estructura de protección no alienta determinadas actividades no tradicionales y de transformación, lo que retrasa la diversificación económica y contribuye a que Burundi siga siendo muy vulnerable a choques exógenos.  Por tanto será necesario proseguir las reformas arancelarias.  La plena integración de Burundi en el COMESA, junto con la armonización de los tipos NMF de sus derechos de aduana con el arancel exterior 
común del COMESA (una vez que este último se haya adoptado), debería contribuir a ello.  La mejora de los compromisos en términos de consolidaciones arancelarias, la reducción de la divergencia entre tipos consolidados y tipos aplicados, la transposición de la antigua lista de consolidaciones arancelarias a la nomenclatura del SA, la racionalización de las exenciones, la mejora de la gestión fiscal y la eliminación de la discriminación en la imposición de impuestos internos deberían contribuir a una transparencia mayor del régimen comercial de Burundi.

27. El robustecimiento de la competitividad de la economía exigirá igualmente que se prosiga el programa de privatización y la reforma de determinados servicios clave como las telecomunicaciones, la energía, los transportes y los servicios financieros.  La instauración de reformas en las aduanas y las medidas de facilitación del comercio reducirán el costo de las transacciones comerciales.  La aplicación de los compromisos de la OMC sobre el valor en aduana y la aceptación de compromisos adicionales en materia de comercio de servicios (en el marco del AGCS) podrían robustecer las reformas emprendidas en esos ámbitos.  Una reducción del papel del Estado en ramas de producción como el café, el té y el algodón podría aumentar su eficiencia y contribuir a aliviar la pobreza.  Para llevar a cabo todas esas reformas, Burundi necesitará una asistencia técnica importante e incluso un refuerzo de capacidad que permitiría a los empresarios exportar las posibilidades surgidas de las reformas y las oportunidades ofrecidas por los mercados exteriores.  Sus interlocutores también podrían ayudar a este país mediante la garantía de un acceso estable a sus mercados y el apoyo a sus esfuerzos de reconstrucción.


